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TUTELA CONTRA ENTIDADES DEL SECTOR DESCENTRALIZADO POR SERVICIOS DEL ORDEN NACIONAL / COMPETENCIA DE LOS JUECES DEL CIRCUITO. [E]ste Tribunal es incompetente para conocer de la acción instaurada; lo es un juzgado con categoría del circuito, de conformidad con el inciso 2º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, según el cual a esos funcionarios les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, categoría esta última de la que participa la Universidad Tecnológica de Pereira, de conformidad con lo expresado por la Corte Constitucional que al analizar la naturaleza de esa entidad concluyó: “de ser aplicables las reglas de reparto establecidas en el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, el conocimiento de la presente acción de tutela le correspondería de todas maneras al Juez Tercero Laboral del Circuito de Pereira, pues la Universidad Tecnológica de Pereira es una entidad pública descentralizada del orden nacional.”
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1. El señor Wilmar Aristizábal Aristizábal interpuso acción de tutela  contra la Universidad Tecnológica de Pereira y/o el Ministerio de Educación Nacional.

2. Considera lesionados los derechos a la dignidad, la educación, la igualdad y de petición. Para su protección, solicita se ordene a la Universidad Tecnológica de Pereira y/o el Ministerio de Educación Nacional: a) pronunciarse de fondo sobre los derechos de petición elevados; b) realizar las adecuaciones necesarias para acceder a la información académica de acuerdo con su discapacidad visual; c) incluir el lenguaje braille en los programas académicos de la citada Universidad y d) a esta, capacitar a sus docentes para la enseñanza de población con dificultad visual, instalar equipos tecnológicos adecuados para ese fin, incluir programa de capacitación en francés como segunda lengua natural, garantizar el acceso adecuado a software, evitar que las personas en condición de discapacidad sean marginadas de concursos por becas e intercambios estudiantiles, que en lo sucesivo no sean sometidas a tratos indignos o excluyentes, otorgar monitores de movilidad y académico durante todo el semestre, publicar las políticas públicas sobre atención a población discapacitada y modificar su reglamento estudiantil para suprimir las normas violatorias o excluyentes. 
3. Como sustento de tales súplicas, en breve síntesis, expresó que desde el año 2016 ha solicitado a diferentes estamentos de la Universidad Tecnológica de Pereira la adecuación de instalaciones, material académico y políticas estudiantiles para el mejoramiento del proceso académico de las personas con discapacidades, las que no han sido resueltas de fondo. Además, en este momento la Universidad carece de las condiciones necesarias para garantizar el apropiado acceso a la educación de esa población. 
4. De lo anterior se advierte que los hechos de la demanda involucran exclusivamente a la Universidad Tecnológica de esta ciudad, y aunque se dirige también contra el Ministerio de Educación Nacional, no hay cómo deducir que por acción u omisión esa entidad haya lesionado los derechos cuya protección reclama el promotor de la acción, quien ni siquiera le ha elevado solicitud alguna, ni realizado algún trámite ante él.
5. Estima por tanto la Sala que frente al citado Ministerio existe solo una vinculación aparente que no justifica entonces que de la acción constitucional resulte conociendo un funcionario sin competencia para hacerlo.

6. De acuerdo con lo expuesto, este Tribunal es incompetente para conocer de la acción instaurada; lo es un juzgado con categoría del circuito, de conformidad con el inciso 2º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, según el cual a esos funcionarios les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, categoría esta última de la que participa la Universidad Tecnológica de Pereira, de conformidad con lo expresado por la Corte Constitucional que al analizar la naturaleza de esa entidad concluyó: “de ser aplicables las reglas de reparto establecidas en el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, el conocimiento de la presente acción de tutela le correspondería de todas maneras al Juez Tercero Laboral del Circuito de Pereira, pues la Universidad Tecnológica de Pereira es una entidad pública descentralizada del orden nacional.”

En consecuencia, se declarará esta Sala incompetente para asumir el conocimiento de la acción de tutela frente a la entidad que realmente debe ser convocada a este proceso y se ordenará su remisión a la oficina de Administración Judicial local para que proceda a repartir esta acción entre los juzgados con categoría de circuito.
7. Lo anterior, siguiendo de cerca el precedente de la Corte Suprema de Justicia que en sede de tutela ha dicho: 

“A pesar de que en la actuación constitucional de primera instancia se admitió la solicitud de resguardo en contra el Ministerio del Trabajo, la Sala advierte que a dicha entidad no le fue endilgada la vulneración alegada en el amparo, pues de la lectura del líbelo se extrae que la queja se le enrostra a la Institución Educativa mencionada a espacio porque no les enteró de la iniciación de la mesa de negociación en comento.

Sobre este tópico la jurisprudencia de la Sala ha sostenido que «(…) [t]éngase en cuenta, como lo ha precisado esta Corporación, que si bien el numeral primero, in fine, del citado artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, establece que cuando la tutela ‘se promueva contra más de una autoridad y éstas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía’, tal previsión, así se considere aplicable a lo preceptuado en el numeral 2 ibídem, debe emplearse para aquellos casos en que haya una real y directa conexidad en las actuaciones de las diferentes autoridades que se cuestionan, de tal manera que no puede operar para una mera acumulación de peticiones contra varios sujetos accionados, porque de lo contrario, so capa de la disposición, podrían desvirtuarse las reglas de reparto de las tutelas previstas en el decreto, con el simple hecho de incluir como demandadas a autoridades de distintos grados (…)» (CSJ SC, 6 jun. 2002 Rad. 020135, y 19 jun. 2002 Rad. 00196).

8. Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1. Declararse incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por el señor Wilmar Aristizábal Aristizábal contra la Universidad Tecnológica de Pereira.
2. Remítanse las diligencias a la oficina de administración judicial de esta ciudad, para que sea repartida entre los jueces del circuito.

3. Notifíquese esta decisión al demandante por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,




      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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